REGISTRO 


BOLETIN 


ORGANO OFICIAL DEL REGISTRO DE LA PROPIEDAD DE GUATEMALA 


Dirección: Registrador General Titular, Licenciado Clemente Marroquín Rojas 


Registrador General Sustituto, Licenciado Rafael Gordillo Macías 


SEGUNDA EPOCA 


No. 3 


DICIEMBRE DE 1971 Volumen I 


A 


BABE EN, 


W 


MN 
A 


Edificio construido para el Registro de la Propiedad Inmueble durante la administración del General José María Reyna Barrios en 1896. 


SUMARIO: 


Nuestro Saludo SECCION DE COLABORADORES 


Dictamen emitido por el licenciado Jaime A. Valencia con rela- 
ción a la consulta presentada al Colegio de Abogados por el 


Introducción 
colegiado Salvador Augusto Saravia Castillo. 


; 4 , Doctor lván Escobar Formos 
Jurisprudencia Registral SISTEMA REGISTRAL 


Trabajo presentado por el citado profesional en el VI Encuen- 
Ocursos tro Internacional de Notariado Americano, celebrado en esta 

capital del 12 al 15 de agosto del hño pasado. 

(El doctor Escobar Formos formó parte de la Delegación de 
L Legislación Nicaragua). 


Digitized by the Internet arco 
in 2023 with funding from 
Universidad Francisco Marroquin 


; , É 


https://archive.org/details/borepro2131971guat 


NUESTRO SALUDO 


Con motivo de las festividades navideñas y de año 


nuevo, nos complace desear a profesionales del Derecho, 


estudiantes, lili en especial a todo el personal 
que labora en el Registro, FELICES PASCUAS Y 
PROSPERO AÑO 1972. 
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TIP. NACIONAL—GUATEMALA ' IMPRESO NUMERO 5 


A 


Introducción 


Nos presentamos con nuestro tercer número, en su segunda época del 
boletín “Registro”, en ocasión de las festividades tradicionales de Navi- 
dad y Año Nuevo. 


Esperamos como siempre el favor de nuestros apreciables lectores y 
optimistas por las muestras de estímulo que se nos ha brindado; tenemos 
fe en poder seguir presentando regularmente nuestra publicación y algo 
más, con mejor contenido, y para esto necesitamos la colaboración de pro- 
fesionales del Derecho, estudiantes y público, enviándonos sugerencias, 


críticas y opiniones que siempre serán recibidas con sumo agrado. 


No queremos dejar pasar la ocasión de expresar públicamente nues- 
tra complacencia por algunas de las leyes recientemente emitidas en 
favor de las personas de escasos recursos para obtener créditos bancarios, 
que en honor a la verdad, en todo tiempo habían estado marginadas. Nos 
referimos concretamente a la “Ley de Fomento de la Pequeña Empresa”, 
Decreto 12-71 del Congreso de la República. Leyes como ésta, merecen 
destacarse y son dignas de apoyo, que en lo tocante al Registro, se les está 
dando prioridad, 
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JURISPRUDENCIA REGISTRAL 


12—En caso de fallecimiento de un Notario, 
los testimonios de las escrituras que soliciten los 
interesados, deben expedirse por el Archivo Gene- 
ral de Protocolos, y para cuyo caso, los albaceas, 
parientes, interesados o el propio Juez, cuidarán 
que el protocolo del Notario fallecido, sea entre- 
gado a la citada dependencia. Para el Registro 
no es válido el testimonio que autorice otro Nota- 
rio por el fallecido, porque se está faltando a la 
ley que en este caso es sumamente clara y termi- 
nante. 


22—Son inscribibles y no necesitan autoriza- 
ción judicial los contratos de compra de bienes in- 
muebles que estén gravados con hipoteca, a favor 
de menores o incapaces, porque la ley sólo prohibe 
la venta en casos como el apuntado, salvo si media 
autorización judicial para realizarla. 


32—En la permuta de bienes de distinto valor 
sin obligación de uno de los permutantes de hacer 
entrega al otro de cantidad alguna en compensa- 
ción, el valor que se asigne a los bienes permuta- 
dos, debe tenerse como simple estimación y ser 
inscritos. 


4% —No es necesaria la inserción o presentación 
de solvencias fiscal y municipal para ser inscritos 
en el Registro, los contratos de arrendamiento 
(que deben ser inscritos por ley o por voluntad 
de los interesados), promesa unilateral de venta, 
o recíproca de compraventa, y liquidación del pa- 
trimonio conyugal. 


5%—Para la inscripción de bienes que se hayan 
hecho figurar en acta levantada ante alcaldes, en 
la que conste unión de hecho, es suficiente presen- 
tar certificación de la dicha acta, sin ningún otro 
requisito para que pueda operarse. 


6%—Cuando existe discrepancia entre lo pre- 
ceptuado en una ley y un reglamento, es induda- 
ble que prevalece lo dispuesto en la ley. Nosotros 
encontramos esa discrepancia en el Decreto 12-71 
del Congreso de la República, Ley para el Fomen- 
to de la Pequeña Empresa, y el Reglamento Mi- 
nisterial de fecha 17 de marzo de este año, emi- 
tido por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, en cuanto al monto de los préstamos que 
deben otorgarse y por consiguiente damos preva- 
lencia a lo estipulado en la ley. 
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OCURSOS 


Sala Primera de la Corte de Apelaciones: Gua- 
temala, siete de octubre de mil novecientos se- 
tenta y uno. Por recurso de apelación y con sus 
respectivos antecedentes se examina el auto de 
fecha veintitrés de agosto de mil novecientos se- 
tenta y uno, proferido por el Juez Primero de 
Primera Instancia de lo Civil, en el ocurso pre- 
sentado por el señor Lázaro Pacheco Coronado, 
contra el Registrador General de la Propiedad de 
la Zona Central, en el cual “ordena al Registrador 
de la Propiedad de la Zona Central, que cancele la 
Prenda Agraria número doscientos ochenta y dos 
(282), folio doscientos ochenta y dos (282), del 
libro noveno (9%) de Prenda Agraria, que pesa 
sobre la finca rústica número mil novecientos cua- 
renta y nueve (1949), folio cincuenta y nueve (59) 
del libro treinta (30) de Escuintla, de acuerdo 
con la solicitud del presentado Lázaro Pacheco 
Coronado. Líbrese el despacho que corresponde” ; 
y Considerando: Claramente establece la ley : Sólo 
la cosecha pendiente podrá pignorarse, pero cuan- 
do su producto no alcanzare a amortizar el cré- 
dito prendario, el saldo insoluto quedará cancela- 
do con el producto de la cosecha 'subsiguiente, 
aunque no alcanzare a cubrir la totalidad de dicho 
saldo. Cuando la prenda recayere sobre ganado 
o productos industriales, cualquier saldo quedará 
cancelado con las cosechas de los dos años subsi- 
guientes. También establece en forma que no 
deja lugar a dudas: Que de esta limitación se ex- 
ceptúan los créditos concedidos por instituciones 
bancarias. En el caso de examen, según se des- 
prende de la certificación expedida por el Regis- 
trador de la Propiedad de la Zona Central, la 
prenda inscrita al número doscientos ochenta y 
dos (282), folio doscientos ochenta y dos (282), 
del libro noveno (9%) de Prenda Agraria, cuya can- 


celación ha solicitado el ocursante Lázaro Pacheco 


Coronado, fue constituida a favor de una institu- 
ción bancaria como lo es el Banco del Agro Socie- 
dad Anónima, como se constata en la inscripción 
correspondiente y en tal virtud el Registrador de 
la Propiedad tiene imposibilidad legal para can- 
celar la relacionada prenda agraria, puesto que 
según se ha dicho: se deriva de un crédito conce- 
dido por una institución que está exceptuada de 
la limitación a que la ley se refiere. Como con- 
secuencia de los razonamientos anteriores se arri- 
ba a la conclusión que el funcionario ocursado se 
ajustó a derecho al denegar la operación registral 
a que se ha hecho referencia y por consiguiente 
el ocurso debe declararse sin lugar, revocándose 
el auto venido en grado. Artos. 906, 1164, 1170, 
del Código Civil; 126, 127, 128, 129, 177, 178, 186, 
602, 603, 611 y 612 del Código Procesal Civil y 
Mercantil. Por Tanto: Esta Sala, con base en 
lo considerado, leyes citadas y lo preceptuado por 
los Artos. 87, 88, 610 del Dto. Ley 107; 157, 158 
y 159 de la Ley del Organismo Judicial, Revoca 
el auto apelado y al resolver Declara: Sin lugar 
el ocurso interpuesto por el señor Lázaro Pacheco 
Coronado, en contra del Registrador de la Pro- 
piedad de la Zona Central. Notifíquese, repón- 
gase el papel español empleado al del sello de ley, 
con inclusión de la multa incurrida. 


Juzgado Quinto de Primera Instancia de lo Ci- 
vil: Guatemala, veintitrés de abril de mil nove- 
cientos setenta y uno. Se tiene a la vista para 
resolver el ocurso presentado por el licenciado 
Marcial Méndez Mérida, en su carácter de apode- 
rado especial judicial del Crédito Hipotecario Na- 
cional de Guatemala, contra el señor Registrador 
de la Propiedad. Y, Considerando: el señor Re- 
gistrador General de la Propiedad, al suspender 
la inscripción del primer testimonio de la escri- 
tura de adjudicación en pago a dicha entidad ban- 
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caria de los bienes identificados en dicho instru- 
mento, otorgada de oficio por el licenciado Héctor 
Rafael Pinto Mejía, en su calidad de Juez Cuarto 
de Primera Instancia departamental del Ramo 
Civil, ante los oficios del Notario Augusto Ramí- 
rez Sagastume, el día ocho de diciembre de mil 
novecientos setenta, se fundó en la razón de que 
“la finca objeto del remate, no aparece inscrita 
a nombre de la ejecutada Josefa Villegas Martí- 
nez de Centeno, sino que a favor de Alfonso Cen- 
teno”, aduciendo, después, al evacuar la audiencia 
que le fuera conferida dentro del presente proce- 
dimiento que lo hizo en cumplimiento de la garan- 
tía constitucional del Arto. 53 de la Constitución 
de la República (ya que “el actual propietario de 
dichas fincas, Alfonso Centeno, no fue citado, 
oído y vencido en juicio”). Que, por otra parte, 
la doctrina de que la hipoteca constituye un prin- 
cipio de enajenación está recogida en nuestro Có- 
digo Civil en los términos siguientes: Arto. 835, 
Dto. Ley 106: “Sólo puede hipotecar el que pueda 
enajenar, y únicamente pueden ser hipotecados 
los bienes inmuebles que pueden ser enajenados”. 
Que, en caso de mandato, según el Arto. 1686, 
Dto. Ley 106: “Por el mandato, una persona en- 
comienda a otra la realización de uno o más actos 
o negocios”, y, Arto. siguiente, inc. 19%, párrafo 
22: “Sin embargo, si el mandato se refiere a la 
enajenación o gravamen de bienes inmuebles o de- 
rechos reales sobre los mismos, es obligatorio el 
otorgamiento del poder en escritura pública”. Que, 
respecto al negocio jurídico (mencionado, para el 
caso concreto, aquí arriba), dice el Arto. 1256, 
Dto. Ley 106: “Cuando la ley no declare una for- 
ma específica para un negocio jurídico, los inte- 
resados pueden usar la que juzguen conveniente”. 
Que, según el Arto. 1319: “Toda obligación resul- 
tante de un acto o declaración de voluntad con- 
siste en dar, hacer o no hacer alguna cosa”. Que, 
según se colige de lo que está dicho, en el caso de 
constitución de hipoteca por quien está legítima- 
mente facultado por mandato, tal limitación en su 
propiedad afecta erga omnes, necesaria y directa- 
mente al propietario de la cosa, en el sentido de 
que no puede disponer libremente de ella, sino 
que, al contrario, en la eventualidad de que se 
incumpla la condición por la cual se adquirió el 
gravamen, está obligado a traspasar dicha propie- 
dad a su acreedor. Que, en cuanto a citarle, oirle 


y vencerlo en juicio se traduce en el que el Estado 
preste su jurisdicción a través de los órganos ju- 
diciales para declarar la validez o invalidez de la 
voluntad que faculta al mandatario para que rea- 
lice negocios. Que, según las constancias del pre- 
sente proceso, la validez de tal voluntad a tenor 
del documento de poder que tuvo a la vista el se- 
ñor Registrador al inscribir el “gravamen hipote- 
cario que pesa sobre la finca número diez mil 
ciento sesenta”, folio ciento treinta y cuatro, libro 
setenta y tres de Santa Rosa, y la número trece 
mil ochocientos setenta, folio sesenta y uno, libro 
ochenta de dicho departamento. Que, en virtud 
de que dicho poder hubo de estar autorizado, si- 
quiera por uno de esos funcionarios: notario o por 
funcionario o empleado público en ejercicio de su 
cargo, gozan de una presunción de validez o de 
autenticidad; por ello, compete al poderdante la 
acción respectiva y, la razón aducida por el señor 
Registrador de la Propiedad resulta improcedente 
al denegar la inscripción de mérito. En esa vir- 
tud, el recurso que se examina debe declararse 
procedente con todas sus consecuencias legales. 
Leyes citadas y Artos. 25, 26, 126, 128, 177, 178, 
186, 612, Dto. Ley 107. Por Tanto: Este Tribu- 
nal con base en lo considerado, leyes citadas y en 
lo que para el efecto preceptúan los Artos. 157 al 
159, Dto. 1762 del Congreso de la República, al 
resolver, Declara: Con lugar el Ocurso, interpues- 
to por el Licenciado Marcial Méndez Mérida, en 
su carácter de apoderado especial judicial del 
Crédito Hipotecario Nacional de Guatemala, con- 
tra el señor Registrador General de la Propiedad 
de la Zona Central y, en consecuencia, Manda: Se 
proceda a inscribir, a nombre del Crédito Hipo- 
tecario Nacional y con base en el testimonio de la 
escritura pública, autorizada en esta ciudad con 
fecha ocho de diciembre de mil novecientos seten- 
ta, por el Notario Augusto Ramírez Sagastume, 
las fincas urbanas, que en el Registro ya indicado, 
figuran inscritas bajo los números diez mil ciento 
sesenta (10,160), y trece mil ochocientos setenta 
(13,870), a folios ciento treinta y cuatro y sesenta 
y uno (134 y 61), de los libros setenta y tres (73) 
y ochenta (80) de Santa Rosa, para cuyo efecto 
deberá librarse despacho al causar ejecutoria la 
presente resolución. 


Notifíquese... 


MALAS 


LEGISLACION 


DECRETO NUMERO 2870 


El Congreso de la República de Guatemala, 


CONSIDERANDO: 


Que la Ley de Jubilaciones, Pensiones y Monte- 
píos en vigor, contenida en el Decreto Legislativo 
Número 1811 y sus diferentes reformas, ya no 
responde a los propósitos de protección para los 
trabajadores del Estado que se retiren del servi- 
cio, ni para las personas que de ellos dependen 
económicamente; 


CONSIDERANDO: 


Que la renovación del personal de la Adminis- 
tración Pública, por razón de avanzada edad, so- 
lamente puede llevarse a cabo en forma justa y 
conveniente, estableciendo un sistema de clases 
pasivas, en el orden civil, que garantice a los ser- 
vidores del Estado, una adecuada protección para 
su retiro como compensación y reconocimiento a 
sus servicios prestados a la Nación; 


CONSIDERANDO: 


Que el Organismo Ejecutivo, por medio del Mi- 
nisterio de Hacienda y Crédito Público, ha llevado 
a cabo estudios técnicos y actuariales necesarios 
para establecer un nuevo régimen de clases pasi- 


vas en el orden civil, basado, en un sistema de 
reparto simple, financiado con aportes presu- 
puestarios del Estado y con la contribución de sus 
servidores, sistema que se estima más apropiado 
para un país en proceso de desarrollo como el 
nuestro, porque evita los inconvenientes que pu- 
dieran presentarse por la acumulación de fondos 
con un sistema de capitalización ; 


CONSIDERANDO: 


Que por las razones expuestas, se hace indis- 
pensable emitir una nueva ley de clases pasivas 
civiles del Estado, con las bases indicadas, a fin 
de lograr pronta y efectiva protección social para 
los servidores del Estado, 


POR TANTO, 


En cumplimiento de las atribuciones que le 
asigna el inciso 1% del artículo 170 de la Constitu- 
ción de la República, 


DECRETA: 


La siguiente 


LEY DE CLASES PASIVAS CIVILES 
DEL ESTADO 


CAPITULO I 


Pensiones 


Artículo 19—Se regirán por la presente ley, las 
pensiones que causen a su favor o a favor de sus 
familiares, los trabajadores civiles del Estado, 
comprendidos en los artículos 5%, 6% y 7% de la 
Constitución de la República y que presten o ha- 
yan prestado servicios en los Organismos Legis- 
lativo, Ejecutivo y Judicial. 

Artículo 22—Los trabajadores civiles del Esta- 
do gozarán de la protección y beneficios estableci- 
dos en la presente ley, cuando ocurran las circuns- 
tancias siguientes: 

1% Retiro del servicio; 

22 Invalidez; y 

32 Muerte. 


Las prestaciones que otorgará el Estado, son 
las siguientes : 


1% Jubilación ; 

22 Pensión por invalidez; 

3% Viudedad; 

42 Orfandad; y 

52 Pensión extraordinaria a favor de los pa- 
dres del causante. 


Artículo 32—Se adquiere el derecho de jubila- 
ción: 
1% Por retiro voluntario: 

a) La persona que tenga 30 años de servi- 
cio, como mínimo, cualquiera que sea su 
edad; 

b) El que haya cumplido 55 años de edad y 
acredite, por lo menos 10 años de ser- 
vicio; 

c) Los miembros del personal técnico, téc- 
nico-administrativo o docente, que hu- 
bieren servido en establecimientos 
nacionales y demás dependencias del Mi- 
nisterio de Educación durante más de 20 
años, cualquiera que sea la edad, y los 
que hayan cumplido 50 años de edad y 
hubieren desempeñado las mismas fun- 
ciones por más de 10; y 


d) Los telegrafistas o radiotelegrafistas al 
cumplir 30 años de servicio, cualquiera 
que sea la edad. 

En este caso, tendrán derecho a la pen- 
sión máxima que fija la presente ley en 
su artículo 15. 


22 Por retiro obligatorio: 


Las personas que hayan cumplido 65 años 
de edad y acrediten un mínimo de 10 años 
de servicio. 


Artículo 4%—Para los efectos de esta ley, se 
entiende por invalidez, la incapacidad permanente 
del servidor del Estado para cumplir sus obliga- 
ciones, producida por cualquier enfermedad o le- 
sión, física o mental, siempre que tal estado no 
haya sido provocado por el propio trabajador o le 
hubiere ocurrido como consecuencia. de actos de- 
lictivos cometidos por él. 


Si la invalidez ha sido ocasionada por causas 
ajenas al servicio, el monto de la pensión será 
equivalente al 60% del promedio mensual de los 
sueldos devengados en los últimos cinco años, sal- 
vo que en la escala del artículo 15 de la presente 
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ley, le corresponda un porcentaje mayor por ha- 
ber servido más de veintiséis años. Cuando el 
tiempo servido sea menor de cinco años, el citado 
porcentaje se calculará con base al promedio men- 
sual de los sueldos del tiempo laborado. 


Si la invalidez se origina con motivo u ocasión 
del cumplimiento del deber, en funciones del car- 
go, se tendrá derecho a una pensión equivalente 
al 80% del promedio mensual de los sueldos de- 
vengados en los últimos cinco años o del tiempo 
laborado si no alcanzare ese término. No se exi- 
girá tiempo mínimo para el pago de esta pensión. 


El fallecimiento del beneficiario a que se refie- 
re el presente artículo, no dará derecho a otra 
clase de pensión. 


La pensión de invalidez se otorgará por plazos 
temporales renovables y sujetos a la revisión re- 
glamentaria. El beneficiario queda obligado a 
seguir el régimen de rehabilitación de inválidos. 


Artículo 5% —Tendrá derecho a pensión por viu- 
dez la cónyuge supérstite de la persona que falle- 
ciere a cualquier edad y que hubiere servido al 
Estado por diez años, como mínimo, o que se haya 
encontrado en disfrute de jubilación. El mismo 
derecho tendrá el conviviente por unión de hecho, 
declarada conforme el Código Civil. 


El viudo, legalmente incapaz tendrá derecho a 
pensión, siempre que pruebe plenamente su inca- 
pacidad. 


Artículo 62—Al fallecimiento de la persona, 
cualquiera que sea su edad y siempre que haya 
prestado como mínimo diez años de servicios, O 
que se hubiese encontrado en disfrute de jubila- 
ción, tienen derecho a pensión de orfandad los 
hijos legalmente reconocidos, menores de diecio- 
cho años y los hijos legalmente incapaces, cual- 
quiera que sea su edad, siempre que se comprue- 
ben plenamente dichos extremos. 


Artículo 7%—Tendrá derecho a pensión espe- 
cial, la madre viuda o soltera de la persona que 
falleciere a cualquier edad, habiendo prestado diez 
años de servicio como mínimo, o que se hubiese 
encontrado en disfrute de jubilación, siempre 
que la persona a su fallecimiento no haya de- 
jado viuda o hijos menores o incapaces. A falta 
de madre viuda o soltera, igual derecho y en las 
mismas circunstancias tendrá el padre mayor de 
sesenta y cinco años de edad que carezca de me- 
dios de subsistencia. 


Artículo 8 —Para que se tenga derecho a pen- 
sión conforme la presente ley, es necesario que el 
trabajador respectivo haya contribuido al régimen 
de clases pasivas durante la totalidad de los pe- 
ríodos previstos para cada caso, salvo lo dispuesto 
en el párrafo segundo del artículo 13 de la pre- 
sente ley. 


CAPITULO II 


Contribuciones 


Artículo 92 —El financiamiento del régimen de 
clases pasivas civiles a que se refiere la presente 
ley, será cubierto con el aporte anual del Estado 
y con el producto de la contribución de los fun- 
cionarios y de los empleados de los Organismos 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, incluyendo Di- 
putados y Consejeros de Estado, y demás funcio- 
narios de elección popular o electos por el Con- 
greso de la República, contribución que se les 
descontará del salario que devenguen, de confor- 
midad con la siguiente escala : 


De Q 1.00 hasta QM 50.00 4% 
De 50.01 hasta 100.00 5% 
De 100.01 hasta 200.00 6% 
De 200.01 hasta 300.00 7% 
De 300.01 hasta 400.00 8% y 
De 400.01 en adelante 9% 


Artículo 10.—Para los efectos de esta ley, la 
denominación de trabajador civil del Estado com- 
prende a todo funcionario o empleado que desem- 
peñe un puesto en los Organismos Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, en virtud de elección, nom- 
bramiento, contrato o cualquier otro vínculo legal 
por medio del cual se obliga a prestar sus servi- 
cios a cambio de un salario previamente estable- 
cido, que sea pagado con cargo a las asignaciones 
del Presupuesto de Ingresos y Egresos del Estado. 
Se excluye a los protegidos en el orden militar 
por las leyes correspondiente. 


Artículo 11.—El Organismo Ejecutivo, por me- 
dio del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
deberá incluir en el Presupuesto de Ingresos y 
Egresos del Estado en cada ejercicio fiscal, la 
asignación correspondiente para cubrir el valor 
de la totalidad de las pensiones otorgadas y de las 
que se otorguen en el curso de cada ejercicio. 


En dicho presupuesto deberá contemplarse, asi- 
mismo, la estimación de los ingresos provenientes 


de las contribuciones a que se refiere el artículo 
92 de la presente ley. 


Artículo 12.—Los trabajadores civiles del Es- 
tado que cesen en el servicio faltándoles cinco 
años o menos para adquirir los beneficios esta- 
blecidos en la presente ley y que deseen continuar 
amparados por la misma, deberán seguir contri- 
buyendo al mismo en la proporción que determina 
el artículo 9% de este capítulo, durante el tiempo 
que falte para completar servicios, con base en el 
último sueldo devengado y siempre que así lo ma- 
nifiesten por escrito ante la Contaduría General 
de la Nación. 


CAPITULO III 


Beneficios 


Artículo 13.—Para el cálculo de las pensiones 
por jubilación, se tomará como base el promedio 
de los salarios devengados durante los últimos 
cinco años de servicios prestados; y para el cálcu- 
lo de las pensiones por viudez, orfandad y extra- 
ordinaria a favor de padres, se tomará como base 
el monto de la pensión que por jubilación hubiese 
correspondido al causante. El cálculo de la pen- 
sión por invalidez se hará conforme lo dispuesto 
en el artículo 4? de la presente ley. 


Quedan exceptuados de la obligación a que se 
refiere el artículo 8? de la presente ley, los miem- 
bros del Organismo Legislativo a quienes no se les 
hayan efectuado los descuentos respectivos con- 
forme al Decreto Legislativo 1811; en tal caso, a 
los interesados de pleno derecho, se les tomará en 
cuenta sin ningún otro requisito, el tiempo de 
servicio, 

Artículo 1/.—Para el cálculo de las pensiones 
a que se refiere el artículo anterior, no se tomarán 
en cuenta los gastos de representación, honorarios, 
viáticos, dietas, aguinaldos, subsidios u otra re- 
muneración similar. Por lo tanto, estas asignacio- 
nes no quedan afectas a lo dispuesto en el artículo 
99 de esta ley. Las remuneraciones en concepto de 
sueldo base, escalafón y nivelación docente, for- 
man parte de los salarios a que se refiere el ar- 
tículo anterior. 


Artículo 15.—El monto de las pensiones se cal- 
culará aplicando al promedio a que se refiere el 
artículo 13 de esta ley, la siguiente escala : 
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Años de servicio Porcentaje 
Por los primeros 10 años .............. 30% 
Por, 11 añosde servicio .... oca e atom 32% 
Por 12 BOS de SeENICIO + 0. cio eii El 34% 
For 135. Am09 de SOPUICIO. «o. «ario» cópeeion y 36% 
ERE. LAOS O USEICIÓ ea a aca 38% 
Por 15.208 de. Servicio. ocio domo caer 40% 
POE 16 IES Ue ILEVICIO Dos E E 42% 
Por ¿LE nOs de ReERICIO aida de De ia Es 44% 
Por 18 2008 de SEFVICIO ti a motes o dE 46% 
POr 19-2OS de: Servicio e da ió 48% 
Por 20 años de ServitiOr..: ataron me 50% 
Por 21 años de SerVICIO 2... ias 52% 
Por 22.a00S de SerwuciO., 0. o, 54% 
Por 23 años de Servicio TIA Doo 56% 
Por 24.408 de SErmpIO lt dde 58 % 
Por 25 años de semviridand. 0... 60% 
Por 26 años de Servei oia dad 62% 
ESP 2T anos de SPEVICIO A O 64% 
EOr 23 “amu SET VICIO... mor. doo 66% 
For 20 AMOS UE See vICIO pe ade RA 68% 
POr 30 Años del Servicio. 70% 
EBr 3 anpstle SETVICIO oda e 12% 
Lor oz HoS e Ser vial di a 714% 
Por £3, años de ¡SEEYICIO; to. a. hs Reto o 716% 
Por 34 años de servicio ................ 18% 
Por 35 años de servicio o más .......... 80% 


Artículo 16.—Las pensiones por jubilación y 
por invalidez, no serán menores de treinta quet- 
zales (2430.00), ni tampoco podrán exceder en nin- 
gún caso de trescientos quetzales (4300.00), y su 
monto una vez establecido legalmente conforme 
la escala del artículo anterior, no podrá ser alte- 
rado por autoridad alguna. 


Artículo 17.—El monto de la pensión por viu- 
dez, será equivalente al ochenta por ciento (80%) 
de la pensión por jubilación que correspondiere 
al causante. 

Si hubiere hijos menores o incapaces legal- 
mente declarados, corresponderá a la viuda el cin- 
cuenta por ciento (50%) de la pensión indicada 
y el otro cincuenta por ciento (50%) se distri- 
buirá en partes iguales entre los mencionados hi- 
jos del causante. 

Al extinguirse la pensión de los hijos del cau- 
sante por llegar a la mayoría de edad, dicha pres- 
tación incrementará la que corresponde a la viuda, 
hasta completar el 80% a que tiene derecho. 
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Artículo 18.—El monto de la pensión especial a 
favor de padres a que se refiere el artículo 7? de 
la presente ley, será del cincuenta por ciento 
(509%) del monto de la pensión que correspondie- 
re al causante conforme a la escala establecida en 
su artículo 15. 


Artículo 19.—Para la determinación de la pen- 
sión, cuando en la liquidación resulten fracciones 
en centavos de quetzal, éstas se elevarán a la uni- 
dad inmediata superior. 


Artículo 20.—La Oficina Nacional de Servicio 
Civil, queda obligada a llevar una estadística de 
los trabajadores civiles que laboren en los Orga- 
nismos Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Estos 
registros deben iniciarse inmediatamente después 
de entrar en vigor la presente ley. 

Basándose en los datos a que se refiere el pá- 
rrafo anterior, la Oficina Nacional de Servicio 
Civil, extenderá las certificaciones que le sean 
requeridas. Los servicios prestados con anterio- 
ridad a la vigencia de la presente ley, se acredi- 
tarán con las certificaciones extendidas en forma 
legal, por las oficinas del Estado. 


CAPITULO IV 


Trámite administrativo 


Artículo 21.—La Contaduría General de la Na- 
ción tramitará de oficio las solicitudes que se le 
presenten relativas a las pensiones que establece 
la presente ley y formulará las liquidaciones co- 
rrespondientes. 


Artículo 22.—La solicitud de pensión la presen- 
tará a la Contaduría General de la Nación, el inte- 
resado o su representante legal, con los documen- 
tos reglamentarios. La solicitud será admitida, 
siempre que conste la voluntad del beneficiario, 
con firma legalizada por notario o ratificada ante 
la Contaduría General de la Nación. Si el intere- 
sado residiere fuera de la capital, podrá ratificar 
su solicitud, ante el Gobernador Departamental o 
Alcalde de su municipio, según el caso. 

Dentro de los treinta (30) días hábiles siguien- 
tes a la fecha de presentación de la solicitud con 
firma legalizada, o de la fecha en la que reciba 
la ratificación, la Contaduría General de la Na- 
ción, practicará la liquidación respectiva. Dicha 
liquidación deberá ser enviada a la Contraloría 
de Cuentas para que emita opinión, dentro de los 
dos días siguientes de haber sido practicada. 


Dentro de los diez días siguientes de haber re- 
cibido el expediente, la Contaduría General de la 
Nación, emitirá su dictamen, y en el término de 
dos días, lo remitirá al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, para que se emita el acuerdo co- 
rrespondiente dentro de un plazo de diez días. 


Si el dictamen fuere improbado, la Contaduría 
General de la Nación procederá a rectificar o a 
ratificar la liquidación respectiva. En este último 
caso se oirá al Ministerio Público, quien emitirá 
su dictamen dentro de los ocho días hábiles si- 
guientes. 


Con la opinión del Ministerio Público, en todo 
caso, la Contaduría General de la Nación, elevará 
las actuaciones al Ministerio de Hacienda y Cré- 
dito Público, para que resuelva en definitiva. 


Los plazos a que se refiere el presente artículo, 
quedarán sin efecto, cuando en el expediente ha- 
ya anomalías no 'imputables a las oficinas en- 
cargadas del trámite administrativo, o en el caso 
en que se tenga que rectificar o ratificar un dic- 
tamen. 


Los empleados responsables de que no se cum- 
plan los plazos señalados en este artículo para el 
trámite de los expedientes, serán sancionados de 
oficio o a petición de parte, por los superiores 
jerárquicos de las dependencias a que pertenez- 
can, de conformidad con la Ley de Servicio Civil. 
La marcada negligencia del empleado puede im- 
plicar su destitución. 


Artículo 23.—La solicitud de jubilación podrá 
ser admitida aun cuando el interesado esté al ser- 
vicio de uno de los Organismos del Estado. En 
este caso, la pensión se devengará a partir de la 
fecha en que el beneficiario cese en el desempeño 
de su cargo. 


Artículo 24.—Si el beneficiario presentare su 
solicitud después de haberse retirado del servicio, 
la jubilación empezará a devengarse desde la fe- 
cha en que se haya admitido la solicitud o haya 
sido ratificada por el interesado. Las mismas for- 
malidades se observarán para los casos de viude- 
dad y orfandad. En el caso de invalidez, la pen- 
sión empezará a devengarse desde la fecha en que 
haya ocurrido el riesgo. 


Artículo 25.—El Ministerio Público está obli- 
gado a iniciar los expedientes de pensión, a favor 
de menores o incapaces que no tengan representa- 
ción legal, 


Artículo 26.—La jubilación que se otorgue, em- 
pezará a devengarse desde la fecha en que el bene- 
ficiario cese en el desempeño de su cargo, siempre 
que la solicitud correspondiente, la presentare de 
conformidad con la ley, antes de su retiro del ser- 
vicio. 


CAPITULO V 


Prescripción 


Artículo 27.—El derecho para obtener cual- 
quiera de los beneficios contenidos en la presente 
ley, prescribe a los cinco años y se computa así: 


1? En caso de jubilación, desde la fecha en que 
el beneficiario haya cesado en el ejercicio de 
su cargo y hubiere reunido los requisitos 
reglamentarios; 

22 En caso de pensión por invalidez, desde la 
fecha en que ésta ocurra; y 

3% En caso de pensión por viudez, orfandad y 
extraordinaria a favor de padres, desde la 
fecha del fallecimiento del causante. No co- 
rre el término de la prescripción contra me- 
.nores O incapaces, mientras éstos no tengan 
representante legal. 


Artículo 28.—Si transcurridos seis meses in- 
cluyendo el mes de enero, no presentaren el certi- 
ficado de supervivencia, perderán el derecho a 
seguir disfrutando la pensión correspondiente, al 
ejercicio fiscal respectivo; y si en el ejercicio si- 
guiente no presentaren dicha constancia, durante 
el indicado término de seis meses, perderán defi- 
nitivamente el derecho a seguir gozando del be- 
neficio que esta ley otorga. 


Artículo 29.—Durante el mes de enero de cada 
año, los beneficiarios deberán comprobar su su- 
pervivencia en la forma que determina la ley ante 
la Contaduría General de la Nación. 

En caso de menores o incapacitados que no ten- 
gan representación legal, el Ministerio Público 
llenará de oficio estos requisitos. 

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
podrá comprobar la supervivencia en cualquier 
tiempo. 


Artículo 30.—Los registradores civiles de la 
República, quedan obligados a enviar informe 
mensualmente a la Contaduría General de la Na- 
ción, de las defunciones registradas en el mes in- 
mediato anterior. 
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CAPITULO VI 


Disposiciones generales 


Artículo 31.—Perderá definitivamente todo de- 
recho a obtener pensión o seguir gozando de la 
que ya hubiere obtenido: 


12 La persona que haya sido condenada en sen- 
tencia firme por el delito de traición a la 
Patria; y 

2% La que hubiere perdido la nacionalidad gua- 
temalteca. 


Artículo 32.—Si una persona pensionada des- 
empeñare algún cargo o empleo en los Organismos 
del Estado, en sus instituciones descentralizadas, 
autónomas o semiautónomas o en las municipali- 
dades, únicamente tendrá derecho a percibir una 
de las dos asignaciones. 

Si la persona pensionada optare por el sueldo 
correspondiente al cargo o empleo, no se le harán 
los descuentos a que se refiere el artículo 9% de la 
presente ley; y en este caso, el nuevo tiempo que 
labore no será computable para los efectos de mo- 
dificar el monto de las pensiones ya acordadas. 


Artículo 33.—La persona que adquiera más de 
un derecho a pensión conforme a la presente ley, 
solamente podrá percibir la mayor. 


Artículo 3/.—La persona que adquiera derecho 
a pensión conforme a la presente ley y por cual- 
quier otro sistema de clases pasivas de las enti- 
dades descentralizadas, autónomas o semiautóno- 
mas del Estado, únicamente podrá percibir, a su 
elección, una de las pensiones. 


Artículo 35.—Los beneficios por viudedad, or- 
fandad y la pensión extraordinaria para los pa- 
dres del causante, se extinguen: 


1% Por fallecimiento del beneficiario; 
22 Por contraer nupcias la viuda o madre sol- 
tera del causante; y 
- 32 Porque los hijos menores lleguen a la ma- 
yoría de edad, salvo los incapacitados. 


Artículo 36.—La presente ley no protege ni be- 
neficia a las personas que, conforme a leyes ante- 
riores, perciban pensiones con cargo al fondo de 
clases pasivas del Estado, salvo el caso en que 
comprobaren no haber percibido ninguna asigna- 
ción, aun cuando se haya emitido el acuerdo gu- 
bernativo correspondiente, siempre que le bene- 
ficie, 
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Quedarán afectas a la presente ley, las personas 
que hayan sido protegidas por leyes anteriores, y 
que se hayan incorporado nuevamente al servicio 
del Estado, siempre que al primero de julio de 
mil novecientos setenta, acrediten más de cinco 
años consecutivos de servicio y hayan tributado 
al fondo de clases pasivas. 


Artículo 37.—En los expedientes de casos de 
pensión, jubilación o montepío, ¡actualmente en 
trámite conforme la legislación anterior, el inte- 
resado deberá reiterar su solicitud inicial confor- 
me a lo dispuesto en la presente ley, llenando ade- 
más los requisitos que la misma establece. Cum- 
plida con esta formalidad, se reiniciará el trámite 
del expediente. 


Artículo 38.—El Organismo Ejecutivo, por con- 
ducto del Ministerio de Hacienda y Crédito Pú- 
blico, deberá emitir el reglamento de esta ley den- 
tro de un plazo máximo de sesenta días hábiles, 
contados a partir de la fecha de su publicación en 
el Diario Oficial. 


Artículo 39.—A partir de la vigencia de esta 
ley, se eleva a treinta quetzales mensuales el mon- 
to de las jubilaciones, las pensiones y los monte- 
píos concedidos con base en los sistemas anteriores 
de clases pasivas que sean menores de dicha 
suma. 

Quienes hayan trabajado en lugares legalmente 
declarados malsanos, conforme disposiciones an- 
teriores, tendrán derecho a que el tiempo de ser- 
vicios se les compute doble. 


Artículo 40.—Con el objeto de mantener la es- 
tabilidad financiera del régimen de clases pasivas 
que establece esta ley, el Organismo Ejecutivo por 
medio del Ministerio de Hacienda y Crédito Pú- 
blico, deberá efectuar revisiones técnicas y actua- 
riales de dicho régimen por lo menos cada diez 
años. 


CAPITULO VII 


Derogatoria 


Artículo /1.—Se derogan los siguientes De- 
cretos: 


Decretos Legislativos 1811 y 2002; Decreto 192 
del Congreso; Decretos gubernativos 1257, 1611, 
1825 y 2515; Decretos 196 y 297 del Presidente 
de la República; Decreto-Ley 404; Decretos 24 y 
68 de la Junta Revolucionaria de Gobierno y cual- 
quiera otra disposición que regule la materia. 


Artículo 42.—El presente decreto entrará en 
vigor el primero de julio de mil novecientos se- 
tenta. 


Pase al Organismo Ejecutivo para su publica- 
ción y cumplimiento. 


Dado en el Palacio del Organismo Legislativo: 
en la ciudad de Guatemala, a los veintidós días 
del mes de mayo de mil novecientos setenta. 


ENRIQUE A. CLAVERIE DELGADO, 
Presidente. 


AUGUSTO ROSALES ARRIOLA, 
Primer Secretario. 


HUGO RAFAEL CARIAS RECINOS, 
Segundo Secretario. 


Palacio Nacional: Guatemala, primero de junio 
de mil novecientos setenta. 


Publíquese y cúmplase. 
JULIO CESAR MENDEZ MONTENEGRO. 


El Ministro de Hacienda y 
Crédito Público, 
EMILIO A. PERALTA PORTILLO. 


DECRETO NUMERO 60-70 
. El Congreso de la República de Guatemala, 


CONSIDERANDO: 


Que de conformidad con el artículo 126 de la 
Constitución de la República, es obligación funda- 
mental del Estado, realizar programas de trans- 
formación agraria, proporcionando a los campe- 
sinos, pequeños y medianos agricultores, los me- 
dios necesarios para elevar su nivel de vida y los 
que tiendan a incrementar y diversificar la pro- 
ducción nacional y que para la realización de esos 
programas se hace necesario contar con todos los 
bienes que por virtud de la ley pertenecen a la 
Nación; 


CONSIDERANDO: 


Que de conformidad con el Decreto-Ley 354, se 
fijo como meta de máxima prioridad nacional, la 


colonización de las tierras del norte de la Repú- 
blica y especialmente de la cuenca del río Usuma- 
cinta y sus afluentes; 


CONSIDERANDO: 


Que el Instituto Nacional de Transformación 
Agraria ha evaluado los factores primarios de las 
zonas que forman parte de la cuenca del Usuma- 
cinta y del norte del país, los que se utilizarán en 
un verdadero programa de desarrollo agrario de- 
clarado ya como de urgencia nacional, 


POR TANTO: 


En cumplimiento de las atribuciones que le 
asigna el inciso 1% del Artículo 170 de la Constitu- 
ción de la República y con fundamento en los ar- 
tículos 125, 132 de la misma y los capítulos IT, 
TIT, IX y X de la Ley de Transformación Agraria, 
Decreto 1551 del Congreso, 


DECRETA: 


Artículo 1%—Se declara de interés público y de 
urgencia nacional, el establecimiento de Zonas, de 
Desarrollo Agrario en el área comprendida, den- 
tro de los municipios: Santa Ana Huista, San An- 
tonio Huista, Nentón, Jacaltenango, San Mateo 
Ixtatán y Santa Cruz Barillas en Huehuetenango; 
Chajul y San Miguel Uspantán en El Quiché; Co- 
bán, Chisec, San Pedro Carchá, Lanquín, Senahú, 


Cahabón y Chahal en Alta Verapaz y la totalidad 
en Izabal. 


Artículo 22—El Instituto Nacional de Trans- 
formación Agraria, debe efectuar los trabajos in- 
dispensables para el establecimiento de las Zonas 
de Desarrollo Agrario al que se refiere el artículo 
anterior. 


Artículo 3%—Todos los terrenos baldíos que 
existan dentro del área fijada en el presente De- 
creto deben ser inscritos inmediatamente a favor 
de la Nación, de conformidad con la ley, para que 
el Instituto Nacional de Transformación Agraria 
los destine a la realización de sus programas. 


Artículo ¿%—Las fincas de propiedad particu- 
lar enclavadas en la Zona a que se refiere este De- 
creto, quedan especialmente afectas a los Capítu- 
los 11 y III de la Ley de Transformación Agraria, 
relativos a tierras ociosas y Zonas de Desarrollo 
Agrario, respectivamente. El Instituto Nacional 
de Transformación Agraria velará por el estricto 
cumplimiento de la disposición anterior. 
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Artículo 52—Queda expresamente prohibida la 
titulación supletoria, la denuncia e inscripción de 
excesos de fincas rústicas situadas dentro del área 
descrita en el artículo 1? del presente Decreto, así 
como en la totalidad del departamento de El Pe- 
tén, quedando los contraventores sujetos a las 
sanciones que para el efecto determina la ley. 


Las diligencias de titulación supletoria y de- 
nuncia de excesos que se encuentren en trámite y 
que se refieran a inmuebles ubicados en los muni- 
cipios comprendidos en el artículo 1% del presente 
Decreto, serán sobreseídas por los tribunales de 
la República y dependencias gubernativas corres- 
pondientes. 


Artículo 6%—Cuando se trate de inmuebles ti- 
tulados supletoriamente y que formen parte de 
baldíos o terrenos nacionales, tanto el Ministerio 
Público como el Instituto Nacional de Transfor- 
mación Agraria, deberán promover las acciones 
pertinentes para obtener la anulación de las ins- 
cripciones hechas a favor de particulares, recu- 
perándolos a favor de la Nación. 


Artículo 72—Se deroga el Decreto 1813 del 
Congreso de la República y en consecuencia queda 
vigente el artículo 1? original del Decreto 232 del 
Congreso, además, se derogan todas las disposi- 
ciones que se opongan al presente Decreto. 


Artículo 8% —El presente Decreto entrará en vi- 
gor el día de su publicación en el Diario Oficial. 


Pase al Organismo Ejecutivo para su publica- 
ción y cumplimiento. 


Dado en el Palacio del Organismo Legislativo, 
en la ciudad de Guatemala, a los veinte días del 
mes de agosto de mil novecientos setenta. 


GUILLERMO VALDES TIBLE, 
Primer Vicepresidente en 
funciones de Presidente. 


HECTOR ANDRADE URREJOLA, 
Primer Secretario. 


CESAR AUGUSTO DAVILA M., 
Segundo Secretario. 
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Palacio Nacional: Guatemala, 7 de septiembre 
de 1970. 


Publíquese y cúmplase. 
CARLOS ARANA OSORIO. 


El Ministro de Agricultura, 
MIGUEL ANGEL PONCIANO $. 


NOTA: Este Decreto fue publicado el 16 de septiembre de 
1970. En el Diario Oficial “El Guatemalteco”, nú- 
mero 53 del Tomo CLXXXIX. 


DECRETO NUMERO 85-71 


El Congreso de la República de Guatemala, 


CONSIDERANDO: 


Que el artículo 82 del Decreto 203 del Congreso 
de la República (Ley Monetaria), declaró exentos 
de cualesquiera impuestos y contribuciones de 
carácter fiscal y municipal la adquisición y ena- 
jenación de documentos que impliquen transfe- 
rencias internacionales, y que por estar en con- 
tradicción con esta norma, el Decreto 214 también 
del Congreso, suprimió los incisos 17, 21, 29, 30 
y 31 del artículo 32 del Decreto Legislativo nú- 
mero 1831; 


CONSIDERANDO: 


Que no obstante la claridad de las disposiciones 
legales citadas, existen discrepancia de criterio 
en su aplicación que dificultan las operaciones 
mercantiles y financieras con el exterior, 


POR TANTO, 


En uso de las facultades que le confiere el in- 
ciso 1% del artículo 170 de la Constitución de la 
República, 


DECRETA: 


Artículo 1?—Las Letras de Cambio y demás do- 
cumentos de giro, expedidos en el extranjero para 
ser pagados en la República y los expedidos en la 
República para ser pagados en el extranjero, es- 
tán exentos de impuestos y contribuciones de ca- 
rácter fiscal y municipal, incluyendo la exención 
del Papel Sellado y Timbres. 


e 


Artículo 22—El presente Decreto entrará en 
vigor el día siguiente de su publicación en el Dia- 
rio Oficial. 


Pase al Organismo Ejecutivo para su publica- 
ción y cumplimiento. 


Dado en el Palacio del Organismo Legislativo, 
en la ciudad de Guatemala, a los treinta días del 
mes de septiembre de mil novecientos setenta y 
uno. 


MARIO A. SANDOVAL ALARCON, 
Presidente. 


J. RAMIRO QUIJADA FERNANDEZ, 
Primer Secretario. 


OLIVERIO CASTAÑEDA PAIZ, 
Segundo Secretario. 


Palacio Nacional: Guatemala, veinticinco de 
octubre de mil novecientos setenta y uno. 


Publíquese y cúmplase. 
CARLOS ARANA OSORIO. 


El Ministro de (Hacienda y 
Crédito Público, 
JORGE LAMPORT RODIL. 


NOTA: Este Decreto fue publicado en el número 36 del Tomo 
CXCIT del Diario Oficial “El Guatemalteco”, de fecha 
28 de octubre de 1971. 
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SECCION DE COLABORADORES 


Dictamen emitido por el licenciado Jaime A. 
Valencia, con relación a la consulta planteada 
por el colegiado Salvador Augusto Saravia Cas- 
tillo. 

Por considerarlo de sumo interés le damos ca- 
bida en el presente número. 

“Guatemala, 2 de noviembre de 1971 —-Hono- 
rable Junta Directiva del Colegio de Abogados de 
Guatemala, Ciudad de Guatemala— Honorable 
Junta Directiva: Atentamente me dirijo a ese 
Honorable Colegio, con el objeto de emitir opi- 
nión sobre la consulta formulada por el licencia- 
do Salvador Augusto Saravia Castillo. La con- 
sulta objeto de estudio dice así: “Un documento 
que ha sido autorizado por notario guatemalteco 
en el extranjero, con fundamento de lo que esta- 
blece el párrafo segundo del artículo 19 de la Ley 
del Organismo Judicial, paga el impuesto del Tim- 
bre y el Papel Sellado de acuerdo con lo precep- 
tuado en el artículo 191 de la Ley del Organismo 
Judicial, en el documento original, o, lo paga de 
acuerdo con lo preceptuado en la Ley de Timbres 
y Papel Sellado que establece que debe de ser sa- 
tisfecho en el testimonio, al momento de ser com- 
pulsado.” Para el efecto es necesario transcribir 
los artículos relacionados con la consulta. El ar- 
tículo 19 del Decreto N* 1762, preceptúa que: 
“Las formas o solemnidades externas de cualquier 
documento en que se establezcan derechos u obli- 
gaciones, se regirán por las leyes del país donde se 
hubieren otorgado. Sin embargo, los guatemal- 
tecos o extranjeros residentes fuera de la Repú- 
blica, podrán sujetarse a los requisitos externos 
prescritos por las leyes guatemaltecas, en los ca- 
sos en que el acto o contrato deba ejecutarse en 
Guatemala”. Los funcionarios diplomáticos y 
los cónsules de carrera, cuando sean notarios, 
quedan facultados para autorizar esos actos y 
contratos. Asimismo los notarios guatemaltecos 


podrán autorizarlos y lo harán en papel simple, 
surtiendo sus efectos legales a partir de la fecha 
en que fueren protocolados en Guatemala. La 
protocolización podrá hacerse por si y ante si, 
por el notario que haya autorizado el documento, 
o por otro notario a solicitud del portador del 
mismo. El artículo 191 del mismo decreto, san- 
ciona lo siguiente: “Además de los requisitos in- 
dicados en el artículo anterior, los poderes, así 
como los documentos que proceda inscribir en el 
Registro Civil o en el de la Propiedad, deberán 
ser protocolizados ante notario y las autoridades 
actuarán con base en los respectivos testimonios, 
que serán extendidos en papel sellado del menor 
valor, dando fe el notario de que el impuesto res- 
pectivo ha sido pagado en el documento original”. 
El artículo 1% del Decreto Legislativo, 'N* 1831, 
dice que: “La contribución de papel sellado y tim- 
bres gravita sobre los documentos que contienen 
los actos y contratos que se expresan en esta ley”. 
Y en el artículo 3%, señala en los numerales 53 y 
54 que: “la contribución de los testimonios será 
en las hojas siguientes a la primera del menor 
valor; y en los testimonios de escrituras públicas, 
por valor indeterminado, la primera hoja del va- 
lor de un quetzal”. El artículo 66 del Decreto 314 
del Congreso de la República, define que: “Tes- 
timonio es la copia fiel de la escritura matriz, de 
la razón de auténtica o legalización o del acto de 
protocolación, extendida en el papel sellado co- 
rrespondiente, sellada y firmada por el notario 
autorizante, o por el que deba sustituirlo, de con- 
formidad con la presente ley.” Jurisprudencia 
Registral. (Boletín del Registro de la Propiedad 
de Guatemala, N? 2, Vol. 1. de fecha 15 de sep- 
tiembre de 1971) En el numeral 7? se asienta lo 
siguiente: “Desde el punto de vista registral, los 
documentos autorizados por notarios guatemalte- 
cos en el extranjero (esta facultad la confiere a 
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los notarios, la Ley del Organismo Judicial, De- 
creto 1762 del Congreso de la República) y pro- 
tocolados en la República con las formalidades 
de ley, es indiferente que el impuesto de papel 
sellado y timbres se cubra en el propio documento 
protocolado o en el testimonio respectivo; lo que 
vale decir, que si el documento debe inscribirse, 
en cualquiera de las formas citadas que se haga 
efectivo el citado impuesto, es registrable”. De la 
misma manera, es necesario tener presente que el 
artículo 190 de la Ley del Organismo Judicial ha- 
ce referencia a la admisibilidad en Guatemala, 
de los documentos provenientes del extranjero 
que deban surtir efectos en el país, sin distinguir 
si dichos documentos han sido autorizados por no- 
tario guatemalteco o extranjero. De las leyes 
consultadas, ningún precepto establece lo con- 
trario a lo que preceptúan los artículos 19 y 191 
de la Ley del Organismo Judicial. Asimismo, la 
Ley de Papel Sellado y Timbres, se limita a de- 
terminar que la contribución gravita en los do- 
cumentos que contienen los actos y contratos que 
expresa la ley. Pero esa ley no define la situa- 
ción objeto de estudio. Por otro lado, el artículo 
66 del Código de Notariado únicamente señala que 
el testimonio debe extenderse en el papel sellado 
correspondiente, que a falta de determinar cuál 
es el papel sellado correspondiente al caso con- 
creto, pues generaliza, es aplicable obviamente, lo 
que establece la Ley del Organismo Judicial. De- 
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bemos recordar que el Derecho de los Estados se 
orienta a evitar la doble imposición, por ser con- 
traria al principio de justicia tributaria. En con- 
clusión, aun cuando el Registro de la Propiedad, 
sigue una corriente jurisprudencial afortunada, 
es necesario definir normativamente, que en ob- 
servancia de lo que preceptúa el Decreto N* 1762 
del Congreso de la República, el impuesto fiscal, 
en el caso planteado, debe causarse en el docu- 
mento original autorizado por notario guatemal- 
teco en el extranjero, como lo establece el artícu- 
lo 191, que complementa al artículo 19 de la Ley 
del Organismo Judicial, y no en el testimonio 
común correspondiente, pues dicha ley no hace 
distinción si el documento proveniente del extran- 
jero es autorizado por notario guatemalteco o 
extranjero. Asimismo, debe tenerse en cuenta 
que la Ley del Organismo Judicial, es una ley 
posterior al Código de Notariado y Ley de Papel 
Sellado y Timbres. En espera de haber cumplido 
con el honor que me ha dispensado la Honorable 
Junta Directiva al encomendarme dicho estudio, 
me suscribo, como su atento y deferente servidor. 


(f£) Lic. Jaime A. Valencia. 


NOTA: Este dictamen fue aprobado por la Junta Directiva 
en sesión de fecha 9 de noviembre de este año. 


Pas 


SISTEMAS REGISTRALES 


Francés, Alemán, Suizo y Australiano 


Trabajo presentado por el doctor Iván Escobar 

Fornos en el VI Encuentro Internacional del No- 

tariado Americano, celebrado en esta capital del 

12 al 15 de agosto del año pasado. (El doctor Es- 

cobar Fornos formó parte de la Delegación de 
Nicaragua). 


CAPITULO PRIMERO 
Sistema francés 


I 


Textos legales. Sin tomar en consideración sus 
antecedentes remotos el sistema francés se en- 
cuentra reglamentado en el Código Civil de Na- 
poleón de 1804 y en la Ley de Transcripciones de 
23 de marzo de 1855 que ha sido reformada por 
las leyes de 1% de marzo de 19183, 24 de julio de 
1921 y 30 de octubre de 1935. Por decreto ley de 
4 de enero de 1955, el sistema sufrió importan- 
tes reformas, terminando con el régimen de la 
ley de 23 de marzo de 1855; y posteriormente ha 
sido complementado por los decretos de 14 de 
octubre de 1957, 7 de enero de 1959 y 5 de sep- 
tiembre de 1960. El Código Civil, inspirado en 
el más puro individualismo, hace del consenti- 
miento el único requisito para transmitir la pro- 
piedad inmobiliaria (Artos. 711 y 1138), apar- 
tándose en esa forma de la teoría del título y el 
modo, estableció solamente normas acerca de la 
inscripción de la hipoteca y la transcripción de 
las donaciones, como sustituto de la insinuatio. 

Consideraciones de orden jurídico y fiscal se 
esgrimen contra los defectos del sistema, cuya 
reforma se pedía. Como consecuencia se publica 
la referida ley de 23 de marzo de 1855, que res- 
ponde a las siguientes directrices: 

a) Es suficiente el consentimiento para trans- 

mitir la propiedad; 

b) Adopta el sistema del folio personal; 


c) No rigen los principios de tracto sucesivo, 
legalidad y especialidad; y 

d) Los Registros son llevados por funcionarios 
administrativos dependientes del Ministe- 
rios de Hacienda y distribuidos en circuns- 
cripciones. 


IT 
RASGOS FUNDAMENTALES DEL SISTEMA 


Publicidad. Los efectos de la inscripción son 
negativos. Quien no ha inscrito su título no pue- 
de oponerlo a otra que lo ha inscrito, aunque su 
adquisición sea posterior. Se desconocen los 
principios de legitimidad y fe pública registral. 
“No existe en este sistema ni el principio de le- 
gitimación ni el de la fe pública El tercero que 
de buena fe adquiera de un titular registral e ins- 
cribe su derecho no tiene posición inatacable. El 
tercero no puede ampararse en el contenido del 
registro, y si el título del transferente es nulo, el 
tercer adquirente no puede objetar que el Regis- 
tro no le reveló la posible causa de nulidad. Si 
el asiento de su transmitente se anula o resuelve, 
también el del adquirente puede quedar resuelto 
o anulado. El tercero no es mantenido en su ad- 
quisición. Tampoco queda protegido el adquiren- 
te registral frente a una posible acción reivindi- 
catoria, aunque su origen o causa no conste en el 
registro. La seguridad del dominio está única- 
mente en la usucapión” (Apuntes de Derecho 
Inmobiliario Registral, José María Chico y Ortiz 
y Juan Francisco Bonilla Encina, Tomo I, Pág. 
119). 

Transcripción. La transcripción o inscripción 
puede ser obligatoria o facultativa y ni aún en el 
primer supuesto es constitutiva, ya que la cons- 
titución de los derechos reales se realiza fuera del 
registro. 
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Rogación. El Registrador no puede actuar de 
oficio, aun en el caso de la inscripción obligato- 
ria. Para inscribir necesita de la petición de los 
interesados o la instancia de los notarios, jueces, 
representantes del Ministerio Público o autorida- 
des administrativas obligados a interesar la 
transcripción de los actos o decisiones en que in- 
tervengan por razón de su oficio. 


Especialidad. Debido a que el registro es lle- 
vado por persona y no por fincas, el principio de 
especialidad es casi inaplicable. Sin embargo, el 
muevo régimen no admite hipotecas ni privilegios 
legales generales, ni hipotecas tácitas, ya que to- 
da hipoteca, para ser oponible a terceros, debe 
constar inscrita. 

Tracto sucesivo. En el sistema anterior no 
existió este principio. En la actualidad se exige 
para inscribir que el disponente tenga inscrito 
su derecho. Se reconoce de esta manera el prin- 
cipio de “tracto sucesivo”. 


Legalidad. Las facultades del Registrador en 
la calificación de los títulos es sumamente limita- 
da, al extremo que algunos autores sostienen que 
carece de función calificadora y que su labor con- 
siste en archivar el documento. Las facultades 
se limitan al examen de los defectos formales, sin 
que pueda calificar la validez o nulidad de los 
actos. 


Prioridad. La prioridad, llevada con todo ri- 
gor, atiende el día y no al momento en que se pi- 
de la inscripción, de tal suerte que “entre dos 
actos que se refieren a una misma finca, presen- 
tados al Registro en el mismo día, se prefiere al 
de fecha más antigua, cuelguiera que sea el orden 
de entrada que le haya correspondido”. (Estudio 
sobre la Publicidad Inmobiliaria (Registro y 
Catastro) en relación con el desarrollo económico 
y social de la América Latina, Dres. Villavicencio, 
pág. 31). 

Actos inscribibles. La ley señala en forma de- 
tallada los actos inscribibles. Se inscriben los 
actos traslativos, declarativos o modificativos de 
la propiedad inmobiliaria o de los derechos rea- 
les limitados, los actos que pueden llegar a ser 
constitutivos, modificativos o extintivos de dere- 
chos inmobiliarios (promesa de venta y deman- 
da); los actos que establecen cláusulas de inalie- 
nabilidad temporal u otras limitaciones a la libre 
disposición o que puedan provocar la resolución 
o revocación de los actos publicados, así como las 
resoluciones judiciales que confirmen la existen- 
cia de dichas cláusulas y los testimonios notaria- 
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les de transmisión o constitución mortis causa de 
derechos sobre cosas; también se inscriben las 
hipotecas y privilegios, exceptuándose los privile- 
glos por costas judiciales y por sueldos o jornales 
de obreros; el contrato de arrendamiento por una 
duración superior a doce años, o de menor dura- 
ción, cuando el arrendatario anticipe la renta de 
tres o más años. 


TII 


ORGANIZACION DEL REGISTRO 


Hay un registro por cada circunscripción y a 
cargo de un funcionario (denominado conserva- 
dor) dependiente del Ministerio de Hacienda. La 
inscripción se verifica mediante la presentación 
al Registro de los títulos, acompañados de una 
copia. El título presentado queda archivado en 
el Registro y una copia de él se devuelve al pre- 
sentante, con nota de la presentación y del tomo 
en que queda encuadernado. El registrador lleva 
un libro en que anota día por día, y por número 
de orden, los títulos que se presentan a inscrip- 
ción. Este libro se denomina “Registro de Depó- 
sito” (o de presentaciones). También lleva el 
“Registro de Formalizaciones”. El primero está 
formado por las copias de los documentos que se 
archivan. El segundo es una especie de índice 
de propietarios, complementado por una tabla 
alfabética y un índice que facilita su manejo. 
Además existe un doble fichero por persona y por 
fincas, que facilita la consulta de los libros. El 
fichero personal está integrado por una ficha por 
cada uno de los propietarios o titulares de dere- 
chos reales limitados transcritos en el Registro. 
En cada ficha personal se indican todos los in- 
muebles y derechos reales que pertenecen a cada 
titular. El fichero real se lleva por fincas con- 
signándose sus características y situación jurí- 
dica. 


IV 


CRITICA DEL SISTEMA 


El sistema anterior constituia un ejemplo de 
las imperfecciones, siendo fuertemente criticado. 
Los débiles efectos de la inscripción, insuficien- 
te para garantizar la contratación inmobiliaria; 
la posibilidad de hipotecas tácitas y generales; 
las limitadas facultades del Registrador en su 


función calificadora; la falta del folio real y la 
cantidad de actos no sujetos a inscripción debido 
al método casuístico que determina la materia 
inmobiliaria, son argumentos principales que se 
aducen contra el sistema. Sin embargo, como se 
hizo ver en el estudio de los rasgos fundamenta- 
les, el sistema ha sufrido importantes reformas, 
en relación a la supresión de las hipotecas tácitas 
y generales, a la aceptación del principio del 
tracto sucesivo; al refuerzo del principio de cali- 
ficación y a la implantación de los ficheros. To- 
das estas modificaciones mejoraron de manera 
sensible el sistema, pero todavía subsiste un de- 
fecto muy grande que hace insegura la contra- 
tación inmobiliaria. Este defecto proviene de 
los débiles efectos de la inscripción. “No obstan- 
te conviene advertir que, a pesar de sus eviden- 
tes imperfecciones técnicas, sus consecuencias 
prácticas no son tan graves como a primera vis- 
ta pudiera creerse.  Propiamente hablando, se 
podría afirmar que más que responder a una con- 
cepción deficiente de la publicidad, lo que ocurre 
en él es que está basado en una concepción dis- 
tinta de la misma. Así como en los sistemas de 
desenvolvimiento rigurosamente técnico, los pro- 
blemas de titularidad y seguridad de los derechos 
reales descansan sobre el registro de manera más 
o menos absoluta, en el sistema francés descansa 
más bien sobre la intervención notarial, de la 
cual es simple complemento la institución del re- 
gistro. Existe, pues, en este sistema, una com- 
pleta separación entre los problemas de constitu- 
ción o titularidad de los derechos reales y de 
publicidad de los mismos; los primeros tienen 
garantía adecuada en la institución notarial, li- 
mitándose el registro únicamente a los segundos”. 
(Instituciones de derecho hipotecario, D. Angel 
Sáenz Fernández, Tomo I, Págs. 154 y 155). 


CAPITULO SEGUNDO 
Sistema alemán 


I 


Textos legales. Sin hacer alusión a sus antece- 
dentes históricos el sistema alemán está regla- 
mentado en el Código Civil Alemán de 1896 (en- 
tró en vigencia el 12 de enero de 1900) ; en la Or- 
denanza Inmobiliaria de 5 de agosto de 1935 (vi- 
gente desde el 1 de abril de 1936), que sustituyó 


a la de 1897, y en la Ley de Jurisdicción Volun- 
taria de 17 de mayo de 1898, y en la Ley de Eje- 


_cución y Administración judicial de 24 de mayo 


de 1897. 


II 


RASGOS FUNDAMENTALES 


. 
Este sistema es considerado de lo más perfecto 
y se presenta como modelo de un buen sistema 
registral. 


Consentimiento e inscripción. En la constitu- 
ción, modificación y extinción de derechos reales 
en virtud de negocios jurídicos intervivos se dis- 
tinguen tres elementos: el acto causal o negocio 
obligacional, el acuerdo real abstracto y la ins- 
cripción. El acto causal (venta, permuta, dona- 
ción, etc.) sólo produce efectos obligacionales y 
carece de trascendencia real. Por el acuerdo real 
o abstracto las partes no se obligan a adquirir o 
transmitir, sino que transmiten y adquieren con 
independencia del acto causal. 


La inscripción es constitutiva. Inscripción y 
acuerdo real son elementos esenciales para que se 
opere la transmisión, constitución o modificación 
jurídica; además “ambos elementos son suficien- 
tes porque aunque no exista o sea inválido el pre- 
cedente o acto causal, la transmisión tiene igual- 
mente lugar”. (Ramón Ma. Roca Sastre, Derecho 
Hipotecario, Tomo 1, pág. 177). 


La inscripción es declarativa cuando la modi- 
ficación no se produce por negocio jurídico como 
en la herencia, adjudicaciones judiciales etc. No 
se precisa del acuerdo real para la extinción de 
los derechos reales, pues es suficiente una decla- 
ración unilateral del titular registral, seguida de 
la cancelación del asiento registral. 


Actos inscribibles. Se adopta el sistema del 
numerus clausus. Los derechos reales sujetos a 
inscripción están taxativamente determinados 
por la ley. ¡Sólo tienen acceso al registro: el do- 
minio, las servidumbres personales limitadas, el 
derecho de usufructo, el de hipoteca, los derechos 
de tantos y retracto y las cargas reales. 


Legalidad. En este sistema el registrador no 
puede calificar el acto causal. Califica solamente 
el acuerdo real, la identidad y capacidad de los 
otorgantes, la aptitud del representante y la na- 
turaleza o carácter del derecho que se trata de 
inscribir. 
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Existen autores, como Villenbicher (citado por 
D. J. González), que niegan la existencia del prin- 
cipio en el sistema alemán. En realidad en este 
sistema la calificación existe, pero limitada al 
acuerdo real. 

La calificación puede ser objeto de recurso an- 
te los Tribunales de Justicia. 


Tracto sucesivo. Para verificar la inscripción 
es necesario que el disponente tenga de previo 
inscrito su derecho, sin embargo, existen algunas 
excepciones: transmisión de derechos heredados, 
adquisición o disposición de cédulas hipotecarias, 
etc. 

Presunción de exactitud del contenido del re- 
gistro. Esta presunción juega a través de los 
dos principios siguientes: 

19 Legitimación. En virtud del principio de 
legitimación se presume juris tantum que al titu- 
lar registral le pertenece el derecho y puede ejer- 
citarlo. El efecto de esta presunción es despla- 
zar la carga de la prueba a quien afirma la in- 
exactitud, ya que esta presunción admite prueba 
en contrario. 

22 Fe pública. Para el tercero que adquiere de 
buena fe, la presunción de exactitud registral es 
Iuris et de iure, es decir, no admite prueba en 
contrario. En esta forma quedan plenamente 
protegidos en las adquisiciones que hagan con- 
forme a los términos en que aparece la inscrip- 
ción. Esta presunción cede en el caso de que 
exista algún asiento de contradicción del registro 
o que la inexactitud sea conocida para el adqui- 
rente. Como por la adquisición del tercero de 
buena fe puede resultar perjudicado el verdadero 
titular al ser despojado de sus derechos en bene- 
ficios de aquél, se establece a su favor una indem- 
nización a cargo del Estado que puede repetir 
contra el funcionario responsable. 


Rogación. Aunque la inscripción es constitu- 
tiva, no es obligatoria, el registrador, salvo ex- 
cepciones, actúa a petición de partes. 

Prioridad. Funciones a través del registro, la 
regla prior tempore potior iure. El rango re- 
gistral es negociable y por tanto puede ser objeto 
de permuta, pos-posición y reserva. 

Especialidad. Es virtud de que el registro es 
llevado por fincas, se aplica el principio de espe- 
cialidad en forma estricta. Todos los derechos y 
gravámenes constan de manera concreta y deter- 
minada, sin embargo, se admite la hipoteca so- 
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lidaria y la agrupación bajo una sola hoja regis- 
tral de fincas que dentro de un mismo distrito 
pertenezcan a un solo propietario. 


TII 


ORGANIZACION DEL REGISTRO 


Las Oficinas del Registro funcionan por dis- 
tritos y están a cargo de funcionarios judiciales 
dependientes del Ministerio de Justicia. A dife- 
rencia del sistema del folio personal, en que los 
nombres de registro son llevados por orden de en- 
trada de los documentos, previa confección de ín- 
dices, el sistema alemán adopta el sistema del 
folio real, en virtud del cual a cada finca se le 
abre una hoja especial en la que figuran todas las 
inscripciones relativas a las mismas fincas. 


A cada finca se le abre una hoja especial com- 
puesta de seis folios a doce páginas. La prime- 
ra hace de portada y la última está en blanco. 
Cada hoja registral se compone de dos partes: 
Una parte contiene la descripción de la finca en 
plena correspondencia, con el Catastro y la se- 
gunda el historial jurídico de la finca, y se subdi- 
vide en tres secciones destinadas, la primera a la 
propiedad de la finca y sus mutuaciones, la se- 
gunda a las cargas y gravámenes no hipotecarios, 
y la tercera a la hipoteca y deuda territorial. 


IV 


CRITICA DEL SISTEMA 


No obstante la perfección del sistema y su 
aporte científico al Derecho Hipotecario, se ha- 
cen notar los siguientes defectos: 


a) La innecesaria separación entre el nego- 
cio causal y el acuerdo real. “Critícase 
también a la legislación registral alema- 
na por la artificial separación que esta- 
blece entre la causa obligacional o nego- 
cio causal, y el acuerdo real, y por la 
concepción de éste como negocio jurídico 
abstracto. Ciertamente, tales complica- 
ciones resultan innecesarias y constitu- 
yen un medio arbitrario de lograr la se- 
guridad del tráfico inmobiliario, porque 
la protección al tercer adquirente de bue- 
na fe, basada en la doctrina de la le- 
gitimación de la apariencia registral, 


conduce a los mismos resultados sin des- 
naturalizar el acto transmisivo”. (Drs. 
Villavicencio, ob. cit., pág. 41); 

b) Las quiebras que sufre el principio de 
especialidad ; 

c) Se asegura que la refinada técnica en 
materia de conformación de tipos de hi- 
potecas llegó a provocar una exagerada 
intensidad del crédito territorial, lo que 
ha dado lugar a un perturbador adeuda- 
miento territorial; y 


d) La débil relevancia del tercero protegido 
por la fe pública registral, en la cual se 
comprende al tercer adquirente a título 
lucrativo. 


CAPITULO TERCERO 


Sistema suizo 


pl 


Textos legales. Está reglamentado en el Có- 
digo Civil del 10 de diciembre de 1907. (Entró 
en vigencia el 1? de enero de 1912) y en la Or- 
denanza del Registro de 22 de febrero de 1910. 


TI 


RASGOS FUNDAMENTALES 


Está inspirado en el sistema alemán, pero tie- 
ne algunas diferencias. Inscripción y consenti- 
miento. Aunque se distingue entre título o acto 
causal y el acuerdo real, no encontramos la des- 
unión que presentan estos elementos en el Dere- 
cho Alemán. “Tratándose de negocios jurídicos 
de disposición, el sistema suizo distingue, aunque 
no con radicalismo alemán, entre el título o acto 
causal y el acuerdo real de tradición, pero con la 
substancial diferencia de que el Código Civil Sui- 
zo sigue en el fondo, la teoría del título y el modo, 
o sea no adopta la figura del negocio jurídico 
abstracto de disposición, sino que el acuerdo 
transmisivo lo conecta causalmente con el títu- 
lo, repercutiendo en aquél, los vicios de éste. Ade- 
más, el negocio de disposición, sino que el acuer- 
do transmisivo lo conecta causalmente con el 
título, repercutiendo en aquél, los vicios de éste. 
Además, el negocio de disposición o acuerdo real, 
no es la tradición romana, sino un requerimiento 
formal del disponente dirigido a consentir la 


inscripción del acto dispositivo unido a la ins- 
cripción correspondiente.” (Ramón Ma. Roca 
Sastre, ob., cit. Tomo 1%, página 123). 

Se adopte, pues, la teoría del título y el modo, 
pero con la importante diferencia de que se sus- 
tituye la tradición por la inscripción. Para la 
cancelación de un asiento es suficiente el consen- 
timiento del titular registral. 


Legitimación. Este principio está contenido 
en el Arto. 937, según el cual “tratándose de bie- 
nes inmuebles inmatriculados en el Registro de 
la Propiedad, la presunción del derecho y las ac- 
ciones posesorias solamente corresponden a la 
persona inscrita”. Es una presunción ¿uris tan- 
tum, ya que admite prueba en contra. 


Fe pública. El principio de fe pública Regis- 
tral está establecido por el artículo 973, según el 
cual “el que adquiere la propiedad u otros dere- 
chos reales fundándose de buena fe en una ins- 
cripción del Registro, será mantenido en su ad- 
quisición”. 

La buena fe en este sistema, a diferencia de la 
amplitud del sistema alemán, se encuentra limi- 
tada, ya que carece de buena fe el adquirente que 
conoce o ha debido conocer que una inscripción 
se había producido indebidamente. 


Actos imscribibles. Son inscribibles solamente 
los derechos reales determinados específicamente 
en la ley, es decir, sigue el sistema del numerus 
clamusus. 


Los derechos personales sólo pueden obtener 
cierta protección a través de las anotaciones pre- 
ventivas. 


Legalidad. Las facultades del Registrador pa- 
ra calificar los actos es más amplia que en el sis- 
tema alemán, pues se extiende al negocio jurídico 
causal. Contra la calificación puede recurrirse 
ante la autoridad cantonal. 


Tracto sucesivo. Se requiere la previa inscrip- 
ción de la persona a quien haya de perjudicar la 
inscripción y se aplica a todo acto de transmisión, 
gravámen y extinción. 


Especialidad. Este principio funciona riguro- 
samente, sin embargo, se registran algunos casos 
de hipotecas solidarias. 


Prioridad. El orden de preferencia se estable- 
ce con arreglo a la fecha de presentación del do- 
cumento en el Registro. Sin embargo, en mate- 
ria de hipoteca, la prelación no se determina por 
la fecha de presentación, sino por el número de 
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la casilla que ocupe en el libro Mayor. El rango 
es negociable mediante la permuta y reserva de 
puestos. 


Rogación. Se hace efectiva mediante la peti- 
ción o requerimiento de inscripción, excepto en 
ciertos casos en que se pueden verificar de oficio 
los asientos. 


TI 


ORGANIZACION DEL REGISTRO 


Los Registros funcionan por distritos y a cargo 
de funcionarios cantonales (denominados conser- 
vadores), generalmente secretarios de los ayun- 
tamientos respectivos. 


Este sistema está ordenado por fincas por el 
sistema de la foliación real. El Registro lo for- 
man el Libro Mayor, que es el fundamental, y el 
Libro Diario y además, los planos, los documentos 
presentados, las listas de inmuebles y colecciones 
de títulos y varios libros auxiliares (registro de 
acreedores, registro de embargos, libros de certi- 
ficaciones, registro de correspondencia, etc.). La 
modalidad de llevar gran cantidad de libros auxi- 
liares con la finalidad de descargar el Libro Ma- 
yor de los detalles, vicisitudes y cambios de los 
derechos reales, es elogiada como muy científica. 
“Más esa cuestión de aligerar el libro principal 
con base en añadir libros auxiliares, referencias 
y pases de unos a otros libros de dividir los ele- 
mentos de las relaciones jurídicas, manteniendo 
todo un mecanismo de interrelación en que, para 
una información completa, se hace precisa la ayu- 
da de un técnico, no parece otra cosa que simpli- 
ficar complicando. Los archivos de los Registros 
de este tipo, resultan excesivamente recargados, 
requeriendo mucha pericia en su manejo y muy 
conveniente y amplia instalación”. (Dres. Villa- 
vicencio ob., cit., pág. 50). 


IV 


CRITICA DEL SISTEMA 


La crítica del sistema es de lo más favorable. 
Ignacio Serrano y Serrano, citado por José Ma- 
ría Chico y Ortiz y Juan Francisco Bonilla Enci- 
na, Ob. cit., tomo I, pág. 144, resumen en la si- 
guiente forma sus opiniones críticas : 
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a) La limitación de los tipos de derechos 
reales numerus clausus, o sea la admi- 
sión de un cierto número de derechos acu- 
ñados legalmente, con lo que evita la re- 
cia floración de derechos reales y facili- 
ta la calificación registral; 


b) El valor constitutivo de la inscripción, 
haciendo a ésta de carácter necesario y 
basando la misma en el elemento causal 
del título; 


c) Protección real y exacta del tráfico jurí- 
dico inmobiliario; 

d) Debida coordinación entre Catastro y 
Registro de la Propiedad; y 

e) Implantación de un encasillado en forma 
superior al del derecho alemán, con lo 
que se logra claridad y simplicidad del 
folio y de los asientos. 


“En el primer cuarto de siglo, dice José Luis 
Lacruz Berdejo y Francisco de Asís, Sancho Re- 
bullida, Derecho Inmobiliario Registral, pág. 39, 
el régimen alemán de rigurosa separación entre 
el negocio traslativo y sus precedentes causales 
fue considerado como la última palabra de la 
ciencia, y sólo objeto de censuras escasas y aisla- 
das. Mas, paulativamente, la opinión ha ido in- 
clinándose luego hacia la regulación del código 
suizo, que, sin dañar a la seguridad del tráfico, 
está más de acuerdo con los imperativos de la 
Moral y de la Justicia”. Inspiró en algunos pun- 
tos la reforma hipotecaria española de 30 de di- 
ciembre de 1944, 


CAPITULO CUARTO 
Sistema australiano 


1 


Fuentes. También se le denomina sistema del 
Acta Torrens, pues su acreedor fue el irlandés 
Sir Robert Richard Torrens, que ocupó los car- 
gos de Director de Aduanas de Australia del Sur, 
Tesorero y Registrador General. En este último 
cargo pudo apreciar las dificultades que presen- 
taba el régimen inmobiliario inglés en su aplica- 
ción a esta Colonia, 

Siendo diputado por Adelaida presentó al Par- 
lamento un proyecto de reforma, que fue aproba- 
do por ambas Cámaras y sancionado por el Go- 
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- bernador General el 27 de enero de de 1858, y 


entró en vigencia el 19 de julio de 1859, bajo el 
nombre de Real Property Act modificada poste- 
riormente en 1886 y 1893. Se sostiene que el 
sistema se inspira en las disposiciones estableci- 
das para el registro naval por la Ley de la Mari- 
na Mercante Inglesa. Otros opinan que está ins- 
pirado en el sistema hipotecario alemán. “Pero, 
lo históricamente comprobado es que este sistema 
registral surge libre de antecedentes jurídicos, 
como una medida práctica para resolver una ne- 
cesidad sentida en un país cuyas condiciones eran 
peculiares y que fue la genial creación de la men- 
te de un hombre, libre también de antecedentes o 
prejuicios jurídicos”. (Dres. Villavicencio, ob., 
cit., pág. 65). 


II 


RASGOS FUNDAMENTALES 


Inmatriculación. La inmatriculación es el in- 
greso de las fincas al Registro y marca el momen- 
to de aplicación del sistema. Es una operación 
importante y de las más complicadas. Sin em- 
bargo, realizada la inmatriculación las operacio- 
nes posteriores sobre la finca se simplifican ex- 
traordinariamente. 


Se estableció, en un principio, como voluntaria 
la inmatriculación de suerte que los propietarios 
podrían libremente acogerse al nuevo sistema a 
seguir sujetos al régimen anterior; únicamente 
se estableció como necesaria para los terrenos que 
se compraban a la Corona o concedidos por ésta 
con posterioridad a la vigencia del sistema. La 
inmatriculación va precedida de numerosos trá- 
mites que tienden preferentemente a la identifi- 
cación de la finca y a la notificación de los inte- 
resados con el objeto de que puedan oponerse a 
la inscripción. 


Los trámites son los siguientes : 


a) Solicitud del interesado. La solicitud se 
dirige al Registrador General, haciendo 
uso de fórmulas impresas, que se pueden 
adquirir con facilidad, y a la cual se 
acompañan log títulos de propiedad, el 
plano de la finca expedido por un agri- 
mensor y una libranza para los gastos y 
honorarios de inscripción; 


b) Calificación. Una vez recibida la solici- 
tud se procede a su examen por los ase- 
sores juristas y topógrafos. El Regis- 
trador y dos comisarios resuelven si es 
o no admisible la inmatriculación ; 

c) Notificación y plazos de oposición. Ad- 
mitida la solicitud, se hacen notificacio-: 
nes a los colindantes y se publican edictos 
en los diarios oficiales y particulares, con 
la finalidad que dentro del plazo señalado 

. puedan oponerse a la inscripción las per- 
sonas que erean tener algún derecho so- 
bre el inmueble; y 


d) Inmatriculación. Si no se hace oposición 
o bien, ésta es rechazada por el Tribunal 
competente, el Registrador procede a la 
inmatriculación, redactando previamente 
el título de propiedad, del que se hacen 
dos ejemplares, uno se incorpora al Re- 
gistro que pasa a constituir el Libro-Re- 
gistro y el otro se entrega al solicitante. 


El título. El título de propiedad se expide 
en nombre del Estado. Es como si éste concedie- 
ra la propiedad de nuevo, deslizgándola por com- 
pleto del titular anterior. La adquisición es con- 
siderada como originaria, sin más garantía que 
la del Estado concedente del derecho. 


Este título es considerado como irrevocable e 
intachable. “Lo primero, porque anula todos los 
títulos anteriores y no se puede revocar sino me- 
diante la expedición de otro en favor de un nuevo 
titular; lo segundo, porque al adquirirse la pro- 
piedad ex novo, se adquiere libre de toda carga o 
limitación o de cualquier defecto proveniente del 
anterior titular. El título hace fe de su conteni- 
do y es el Estado el responsable de cualquier in- 
exactitud o perjuicio para cualquier otra perso- 
na”. (José Rodríguez del Barco, Cuestiones de 
Derecho Hipotecario y Civil, pág. 17). 


El título de propiedad que, extendido en per- 
gamino o papel muy fuerte, recibe el interesado, 
presenta las siguientes características: 1% la de 
ser expedida en nombre del Estado, como si éste 
entregara directamente la propiedad aludida y 
respondiera de las consecuencias, de la inmatri- 
culación; 22 la de ser irrevocable, anulando, en 
consecuencia, la fuerza real de los títulos anterio- 
res; 32 la de presentar de un modo sinéptico los 
datos descriptivos de la finca y de los derechos 
que la afecta; 4% la de servir no sólo como medi- 
da de prueba, sino también de soporte a la propie- 
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dad en el papel inflitrada, de suerte que la pose- 
sión del mismo documento o las relaciones jurí- 
dicas de que sea objeto repercuten sobre aquel 
derecho real. 

“La acción reivindicatoria contra el titular del 
certificado de propiedad, no se puede ejercitar 
más que excepcionalmente en los casos de inma- 
triculación fraudulenta, error en los linderos eje- 
cución por un acreedor hipotecario o por un 
arrendador, y, en fin, cuando la acción proviene 
de un propietario, portador de un certificado de 
título anterior”. (Jerónimo González y Martí- 
nez, Estudio de derecho hipotecario y derecho ci- 
vil, tomo I, págs. 80 y 81). 


Transacciones posteriores. El certificado del 
título que se entrega al propietario de la finca 
inmatriculada es un título jurídico real. “Su mi- 
sión no es simplemente la de mostrar al exterior 
el contenido del registro o la existencia de deter- 
minados derechos reales sobre inmuebles. El títu- 
lo incorpora así el inmueble mismo, de modo que 
la tenencia del título equivale a la del inmueble y 
las negociaciones del mismo producen los mismos 
efectos que si se hubieren hecho directamente 
con aquél. La función del título de dominio, es 
pues, análoga a la que en nuestro Derecho tienen 
los resguardos de Almacenes Generales de Depó- 
sito. (Arts. 195 y 196 del Código de Comercio). 
(D. Angel Sánz Fernández, ob., cit., pág. 193). 

La entrega del título equivale a la entrega de 
la propiedad del inmueble. Como consecuencia 
de ello, una vez inmatriculada la finca las tran- 
sacciones se realizan con gran facilidad, pues es 
suficiente que los contratantes llenen un impreso 
oficial apropiado al contrato que se celebre (com- 
praventas, cesión, hipotecas, etc.). Enviándolo 
al Registrador junto con el certificado del título 
y una libranza por el importe de los gastos. El 
Registrador, previa calificación, expide un nuevo 
título al adquirente en caso de enajenación o 
bien hace constar en él, en su caso, la existencia 
de gravamen. 


Cuando el propietario quiere enajenar o gravar 
su finca fuera del territorio de la Colonia, obtiene 
un certificado de la hoja registral respectiva, cu- 
ya expedición cierra el Registro pudiendo vender 
o hipotecar la finca sin necesidad de inscripción, 
con tal que se haga constar al dorso de dicho cer- 
tificado. 
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Legitimación. El certificado del título produ- 
ce plena prueba de la existencia y pertenencia del 
derecho a favor del titular inscrito; en consecuen- 
cia, los tribunales deben admitirlo como prueba 
concluyente de que la persona designada en él es 
el titular del derecho. Este principio está más 
reforzado que en ningún otro sistema. 


Fe pública registral. El sistema australiano 
concede una importante protección al que adquie- 
re de buena fe, confiado en el Registro y a título 
oneroso. Esta persona, en virtud de la fe pú- 
blica adquiere una titularidad indestructible y ex- 
tiende su protección no sólo a la situación jurídi- 
ca de la finca, sino también a los datos físicos o 
de hecho. 


Legalidad. Debido a los importantes efectos 
de la inscripción se impone el principio de legali- 
dad. El Registrador hace uso de su función cali- 
ficadora no sólo en el momento de inmatricula- 
ción, sino también en los actos posteriores inscri- 
bibles. Jurístas y topógrafos colaboran con el 
Registrador en esta función. 


Seguro inmobiliario. Para reparar el daño 
que puede sufrir el verdadero propietario en vir- 
tud de la inatacabilidad de título expedido por el 
Registro. Existe un seguro inmobiliario. El 
fondo del seguro se va formando mediante una 
prima a cargo del que solicita la inmatriculación 
y consiste en el dos por millar del valor de la 
finca. 


TII 


ORGANIZACION DEL REGISTRO 


El Registro es llevado por fincas. A cada una 
se le abre una hoja. Es por esto que rige en prin- 
cipio de la especialidad. Hay un solo Registro 
para todo el país a cargo de un Registrador Ge- 
neral que es funcionario administrativo. Cola- 
boran con él un numeroso personal de asesores 
jurídicos, geómetras, topógrafos, etc. 


Hay un Libro-Registro, que se forma con los 
duplicados de los títulos de dominio que obran 
en la oficina; un Libro-Diario donde se anotan 
por orden cronológico los títulos presentados y 
Libros-Auxiliares. 


IV 


CRITICA DEL SISTEMA 


Es el sistema más discutido en la doctrina. 


Ofrece las siguientes ventajas: La completa 
seguridad para las adquisiciones de inmuebles y 
derechos reales sobre los mismos; simplicidad y 
economía de gastos en la contratación inmobilia- 
ria; disminución de litigios y una valoración jus- 
ta del inmueble en el mercado. La doctrina se- 
ñala las siguientes desventajas o defectos. La 
expoliación que puede sufrir el verdadero propie- 


tario debido a la inatacabilidad del título, desen- 
volvimiento de la contratación inmobiliaria por 
cauces puramente privados, sin control notarial, 
lo que puede proporcionar serias sorpresas a las 
partes, desconocedoras de la materia jurídica; la 
centralización de un solo Registro puede provo- 
car congestión e irregularidad en la marcha de la 
Oficina, donde las transacciones son numerosas. 

Autores como Sánz Fernández y Roca Sastre, 
consideran este sistema como propio para los 
países coloniales y no recomendables para los 
países europeos con grandes complejidades en las 
relaciones jurídico-reales. 
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